[image: image2.png]



CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA, SUBSECCIÓN B

PAGE  
[image: image1.png]




2
Expediente n.° 40.486

Actor: José Rafael 




Actor: José Rafael Negrete

Consejero Ponente: Danilo Rojas Betancourth
Bogotá D.C., 28 de mayo de 2012
Expediente:

40.486
Radicación:

11001-0326-000-2011-00013-01
Convocante:
José Rafael Negrete y Arqciviles
Convocado:
Fondo Financiero de Proyectos de Desarrollo Fonade
Naturaleza:

Recurso de Anulación de Laudo Arbitral
La Sección Tercera, Subsección B, del Consejo de Estado procede a resolver el recurso de anulación interpuesto por José Rafael Negrete y Arquitectos Civiles Ingenieros Constructores Ltda. Arqciviles, en contra del laudo arbitral proferido el 6 de diciembre de 2010 por el Tribunal de Arbitramento constituido para dirimir las controversias surgidas en relación con el incumplimiento de algunas obligaciones a cargo del Fondo Financiero de Proyectos de Desarrollo Fonade, en virtud del contrato n.° 2062397 del 6 de diciembre de 2006. La Sala declarará la prosperidad del recurso de anulación.
SÍNTESIS DEL CASO
El Tribunal de Arbitramento dispuso que la duración del proceso, sería de seis meses contados desde la primera audiencia de trámite; antes de la expiración del término referido, el Tribunal, llamando para tal efecto la Ley 80 de 1993 y la Ley 1150 de 2007, de oficio, prorrogó el plazo del trámite en tres meses y dentro de este período adicional profirió el laudo arbitral. Dentro de la parte resolutiva del laudo, se afirmó que en la contestación de la demanda de reconvención no se habían planteado por la parte convocante excepciones y por ello se abstenía de pronunciarse al respecto.
ANTECEDENTES

I. Lo que se pretende

1 José Rafael Negrete y Arquitectos Civiles Ingenieros Constructores Ltda. Arqciviles interpusieron el recurso de anulación en contra del laudo arbitral proferido el 6 de diciembre de 2010, con fundamento en las causales comprendidas en los numerales 5 y 9 del artículo 163 del Decreto 1818 de 1998, consistentes en: “Haberse proferido el fallo después del vencimiento del término fijado para el proceso arbitral o su prórroga” y “No haberse decidido sobre cuestiones sujetas al arbitramento” (f. 647, c. ppl).
II. Trámite
2 El 20 de enero de 2009, en ejercicio de los derechos concedidos por la cláusula compromisoria correspondiente
, se solicitó por parte de la Unión Temporal Armane, por medio de apoderado judicial, al Centro de Arbitraje y Conciliación de la Cámara de Comercio de Bogotá que convocara a un Tribunal de Arbitramento para que decidiera en derecho sus reclamaciones en contra del Fondo Financiero de Proyectos de Desarrollo Fonade (f. 2–22, c. 1).
2.1 A título de pretensiones suplicó que se hicieran las siguientes declaraciones y condenas:
1. Se declare que el FONDO FINANCIERO DE PROYECTOS DE DESARROLLO–FONADE, Empresa Industrial y Comercial del Estado, de las anotaciones indicadas, incumplió las obligaciones contraídas en contrato n.° 2062397 suscrito el 6 de diciembre de 2006 entre FONDO FINANCIERO DE PROYECTOS DE DESARROLLO–FONADE y la Unión Temporal Armane.
2. Como consecuencia de la declaración anterior se condene al FONDO FINANCIERO DE PROYECTOS DE DESARROLLO–FONADE, Empresa Industrial y Comercial del Estado, a pagar a la UNIÓN TEMPORAL ARMANE, por concepto del segundo diseño entregado por esta, la cantidad de $39 644 812,17, más $6 343 169,95, por concepto de IVA, para un total de $45 987 982,12.
3. Asimismo, como secuela de la declaración impetrada en primer lugar, se condene al FONDO FINANCIERO DE PROYECTOS DE DESARROLLO–FONADE, Empresa Industrial y Comercial del Estado, a pagar a la UNIÓN TEMPORAL ARMANE, por concepto del primer diseño entregado por esta la cantidad de de $45 987 982.

4. Se declare que el FONDO FINANCIERO DE PROYECTOS DE DESARROLLO–FONADE, Empresa Industrial y Comercial del Estado, de las anotaciones indicadas, es responsable de la terminación injustificada del contrato n.° 2062397 suscrito el 6 de diciembre de 2006 entre FONDO FINANCIERO DE PROYECTOS DE DESARROLLO–FONADE y la Unión Temporal Armane.

5. Como secuela de lo anterior, se condene al FONDO FINANCIERO DE PROYECTOS DE DESARROLLO–FONADE, Empresa Industrial y Comercial del Estado, a pagar a la UNIÓN TEMPORAL ARMANE, por concepto de los gastos efectuados en desarrollo del contrato, la cantidad de $176 744 524.

6. Asimismo, como secuela de la declaración del numeral cuarto, se condene al FONDO FINANCIERO DE PROYECTOS DE DESARROLLO–FONADE, Empresa Industrial y Comercial del Estado, a pagar a la UNIÓN TEMPORAL ARMANE, por concepto de la utilidad que hubiese percibido en el contrato, la cantidad de     $178 764 767,88.

7. Igualmente como secuela de la declaración del numeral cuarto se condene FONDO FINANCIERO DE PROYECTOS DE DESARROLLO–FONADE, Empresa Industrial y Comercial del Estado, a pagar a la UNIÓN TEMPORAL ARMANE, por concepto de perjuicios morales, la cantidad equivalente a mil gramos oro.

8. Los intereses comerciales moratorios sobre las cantidades antes relacionadas desde que se hicieron exigibles hasta su correspondiente pago.

9. Se condene en costas al FONDO FINANCIERO DE PROYECTOS DE DESARROLLO–FONADE.

2.2 Presentó como hechos de la demanda: (i) el 6 de diciembre de 2006 la Unión Temporal Armane y Fonade suscribieron el contrato n.° 2062397 por un valor total de $1 487 215 800, cuyo objeto consistía en “… realizar la complementación de los diseños y la construcción de las estructuras de descarga, para la rehabilitación de la margen izquierda del río Sinú, caño la Caimanera y sus cuerpos asociados en el Departamento de Córdoba”; (ii) Fonade entregó a título de anticipo el 20% del valor del contrato, por una suma de $297 443 160; (iii) el acta de inicio del contrato se suscribió el 29 de marzo de 2007, momento a partir del cual se contaba el término de 6 meses de ejecución, dentro de los cuales, a) en el primer mes se debían complementar los diseños estructurales e hidráulicos de las estructuras de Bocas del Vange y Bocas de Carillo, de acuerdo con los prediseños de Fonade, para implementar un paso vehicular y b) en los cinco meses siguientes se ejecutarían las obras; (iv) el 6 de abril de 2007 el contratista entregó al interventor las dos alternativas y éste aprobó la “tipo box coulvert”; (v) el 23 de abril de 2007, el contratista envió la complementación de los estudios para revisión de la interventoría, la cual, el 26 de abril siguiente, formuló reparos a los estudios hidráulicos, “pilar fundamental de los prediseños suministrados por FONADE”, porque carecían de soporte técnico; (vi) el 19 de julio de 2007 tuvo lugar una reunión en la cual se autorizó al contratista la realización de otro diseño, cuyo presupuesto era de dos mil cuatrocientos millones de pesos; (vii) el 24 de julio de 2007, el contratista entregó a Fonade el “box coulvert”, de acuerdo con lo convenido inicialmente; (viii) el 23 de agosto de 2007, con los recursos provenientes del anticipo, el contratista ordenó girar un cheque de gerencia por valor de $106 299 273 para comprar hierro, necesario para el proyecto; (ix) el 27 de agosto de 2007, el contratista envió una carta a Fonade, a través de la cual solicitó “una suspensión del contrato”, en atención a “la violencia climatológica”, que solo había permito trabajar los días 23, 24 y 26 de agosto, (x) el 6 de septiembre de 2007, el contratista recibió una carta del interventor en la que manifestó que no suspendería la ejecución del contrato, “ya que para esa fecha no habían recibido los estudios y diseños a satisfacción”; (xi) el 7 de septiembre de 2007, el contratista entregó de nuevo los estudios y diseños; (xii) el 26 de noviembre de 2007, Fonade envió una carta al contratista en la que informó “que el contrato se terminó el 29 de septiembre de 2007, se encuentra en liquidación” y además solicitó “la devolución del anticipo recibido”; (xiii) el 16 de enero de 2008, el contratista recibió tres cartas provenientes de Fonade “donde manifiestan la terminación del contrato y solicitan la devolución del anticipo con sus rendimientos financieros”.
2.3 Los argumentos de la convocante se hicieron consistir en: (i) Fonade incumplió el contrato porque entregó estudios con fallas que impedían al contratista elaborar los diseños objeto del contrato; (ii) Fonade no previó que “la situación climatológica” impidió la construcción y, en lugar de suspender la ejecución y ampliar el plazo, dio por terminado el contrato; (iii) el contratista entregó tres diseños y Fonade sólo reconoció el valor de uno, que no obstante fue deducido de la cláusula penal que la entidad le impuso; (iv) el contratista nunca estuvo en mora, por cuanto quien incumplió fue Fonade, razón por la cual no se podía hacer efectiva la cláusula penal; (v) en consecuencia, se debe reconocer a favor del contratista el daño emergente y el lucro cesante.
2.4 La demanda se reformó en el sentido de establecer que los demandantes eran José Rafael Negrete Genes y Arquitectos Ingenieros Constructores Ltda. Arqciviles (f. 49–50, c. 1).
3 Fonade dio contestación a la demanda arbitral, por medio de apoderado judicial, con base en los siguientes argumentos: (i) los estudios entregados por la entidad al contratista “no tenían ninguna falencia” y si acaso éste último consideraba que “eran insuficientes, como parte del objeto contractual tenía la obligación complementarlos y corregir, con el fin de garantizar la adecuada construcción de la obra”; (ii) no se pidió al contratista un nuevo diseño en la reunión del 19 de julio de 2007, “simplemente se le pidió adecuar el diseño existente a una franja de las bocas de los ríos Vange y Carrillo en las que, en virtud del ancho determinado, los costos de construcción resultaran inferiores”; (iii) Fonade no incumplió el contrato al abstenerse de prorrogar el plazo, dado que “el plazo contractual fue acordado por las partes de manera libre y voluntaria, aceptando incluso que no se aceptaría como causa justificable para modificarlo ninguna de las condiciones relativas al sitio de la construcción, como el factor climático”; (iv) Fonade terminó con justa causa el contrato, en tanto que “el contratista no solo incumplió su obligación de complementar los diseños de las estructuras de descarga sino que incumplió de manera absoluta la obligación de construir tales estructuras”. Finalmente, se presentaron las siguientes excepciones de mérito: “1. Fonade cumplió todas sus obligaciones contractuales”; “2. El contratista incumplió sus obligaciones al no entregar a tiempo la complementación de los diseños de las estructuras de descargue de las bocas de los ríos Vange y Carrillo”; “3. Fonade no se encontraba obligada a recibir los diseños presentados por el contratista, pues los mismos no cumplían los requisitos y especificaciones precisados en el contrato”; “4. El Fonade no está en mora en el cumplimiento de sus obligaciones”; “5. En caso de encontrarse probado algún incumplimiento, el mismo fue ocasionado por la culpa exclusiva del contratista”; “6. La utilidad reclamada por el contratista no puede entenderse como legítimamente esperada” (f. 105–131, c. 1).
4 En documento aparte, Fonade presentó demanda de reconvención  en contra de Arquitectos Civiles Ltda., U.C.O. S.A., José Rafael Negrete Genes y Santander Mafioly Cantillo (f. 132–149, c. 1).

4.1 A título de pretensiones suplicó que se hicieran las siguientes declaraciones y condenas:

PRIMERA: Que se declare que la sociedad Arquitectos Civiles Ltda., el señor Santander Mafioly Cantillo, la sociedad U.C.O. S.A. y el señor José Rafael Negrete Genes, en su calidad de miembros de la Unión Temporal Armane incumplieron el Contrato de Obra n.° 2062397 suscrito entre el Fondo Financiero de Proyectos de Desarrollo y la Unión Temporal Armane, el 6 de diciembre de 2006.

SEGUNDA: Que como consecuencia de la anterior declaración se declare la resolución del contrato, de acuerdo con lo establecido en el artículo 1546 del Código Civil.

TERCERA: Que como consecuencia de la declaración anterior, se condene a los demandados a pagar todos los perjuicios presentes y futuros que se prueben dentro del proceso causados por las actuaciones, omisiones y abstenciones imputables a éstos con ocasión del incumplimiento de sus obligaciones contractuales.

CUARTA: Que se condene a pagar a los demandantes el valor de doscientos noventa y siete millones cuatrocientos cuarenta y tres mil ciento sesenta pesos ($297 443 160), por concepto de cláusula penal, de acuerdo con la cláusula décima segunda del contrato.
QUINTA: Que se condene a pagar a los demandantes los perjuicios adicionales que no se encuentran comprendidos dentro del valor de cada cláusula penal, de acuerdo con las siguientes sumas, así como todas aquellas que resulten probadas en el proceso:

	DESCRIPCIÓN
	VALOR
	VALOR DEL PERJUICIO

	Costo inicial de la ejecución de obra del contrato 2062397
	$1.441.227.818
	

	Costo final por el cual se realizaron las obras contrato 2072289 con base en los diseños del contrato 2062397
	$1.729.341.134
	$288.113.316

	Costos administrativos de Fonade por gerencia y seguimiento de nuevo contrato 2072289
	$103.100.000
	$103.100.000

	TOTAL PERJUICIOS
	
	$391.213.316,12


SEXTA: Que se condene a los demandados al pago de las costas del proceso y las agencias en derecho, de conformidad con las disposiciones legales vigentes al momento de dictar la sentencia definitiva que ponga fin al presente proceso.

SÉPTIMA: Que se ordene a la parte demandada dar cumplimiento a la sentencia dentro de un término de ejecutoria no mayor de treinta (30) días calendario, contados a partir de su fecha de ejecutoria.

OCTAVA: Que se ordene a los demandados a reconocer al demandante sobre las sumas de dinero objeto de la eventual condena, intereses comerciales moratorios a partir de la fecha del vencimiento del plazo de treinta (30) días calendario mencionado en la pretensión anterior.

4.2 Una vez referidos los hechos de manera similar a lo expuesto en la demanda originaria, Fonade invocó como base para la prosperidad de la contrademanda los siguientes argumentos:
De acuerdo con lo expuesto en los hechos de la presente demanda, es claro que el contratista incumplió sus obligaciones contractuales por causas únicamente imputables a él. En efecto, incumplió con la obligación de entregar la complementación de los diseños pues a pesar de los diferentes requerimientos realizados por la interventoría, el contratista se negó dentro del plazo establecido en el contrato a entregar la complementación mencionada en los términos exigidos en el contrato y en las reglas de participación. A pesar de que en el contrato, así como en la oferta, se planteó un plazo de cumplimiento del contrato de 6 meses, de los cuales el primer mes debía entregar el contratista a satisfacción la complementación de los diseños, éste último utilizó todo el plazo contractual para realizar, además de manera incompleta, la complementación de los diseños, no realizando dentro del plazo contractual, como resulta obvio la obligación de construcción. Teniendo en cuenta que el objeto contractual del contrato n.° 2062397 era la complementación de los diseños y la construcción de las estructuras de descarga de las bocas de los ríos Carrillo y Vangue, era claro que el contratista debía tomar todas las medidas necesarias para lograr la construcción efectiva de las estructuras mencionadas. En estas circunstancias y en virtud del principio de la buena fe el contratista estaba obligado a tomar todas las medidas mencionadas. Ahora bien, también es importante señalar que en la medida en que la complementación de los diseños no fue entregada a satisfacción del contratista, FONADE no estaba en la obligación de recibirlo y, por lo tanto, no puede afirmar que se encuentre en mora de cumplir ninguna obligación.
5 José Rafael Negrete y Arquitectos Ingenieros Constructores Ltda., en la contestación de la demanda, se opusieron a las pretensiones, aceptaron unos hechos como ciertos y respecto de otros afirmaron que no lo eran. En especial, manifestaron que “quien incurrió en incumplimiento desde un principio fue Fonade, por cuanto la información que ella entregó a la Unión Temporal no permitía la complementación de diseños por carecer de soporte técnico confiable, lo cual, a la postre, significó hacer nuevos estudios y diseños. Mis poderdantes siempre atendieron a sus obligaciones e, inclusive, a los requerimientos adicionales al contrato”. No incorporaron capítulo alguno de excepciones en la contestación (f. 179–198, c. 1).
6 Fonade llamó en garantía a Seguros Colpatria S.A., “a fin de que si se llegare a dictar sentencia condenatoria en contra de FONADE, el llamado en garantía entre a responder por la porción que corresponda” (f. 160–164, c. 1). La compañía aseguradora respondió que el contrato de seguro “se dirigió a garantizar, única y exclusivamente” el cumplimiento de las obligaciones de la Unión Temporal Armane, “nunca respecto de las obligaciones que la convención le imponía a FONADE”, razón por la cual no está llamada a responder (f. 270–277, c. 1).
7 El Tribunal de Arbitramento, mediante autos del 27 de abril de 2009 (f. 168–170, c. 1) y del 13 de mayo del 2009 (f. 175–176, c. 1) no aceptó vincular al proceso a Santander Eliécer Mafioly Cantillo y a U.C.O. S.A. –quienes también hacían parte de la Unión Temporal Armane–. La petición fue formulada por parte de Fonade en la demanda de reconvención. No obstante, con posterioridad ordenó la vinculación de Santander Eliécer Mafioly Cantillo y de U.C.O. S.A., en condición de litisconsortes necesarios de José Rafael Negrete y Arquitectos Civiles Ingenieros Constructores Ltda., Arqciviles así como también ordenó el traslado de la demanda presentada en su contra por parte de Fonade (f. 295–297, c. 1). Santander Eliécer Mafioly Cantillo, a través de apoderado judicial, propuso incidente de nulidad por “violación al derecho de defensa y debido proceso por no correrse traslado de la demanda presentada por el señor José Rafael Negrete Genes y Arquitec tos Constructores Ltda.” (f. 311–312, c. 1). En relación con la demanda de reconvención expresó que nada tenía que decir sobre los hechos y pretensiones ahí comprendidos, porque el Tribunal de Arbitramento, mediante los autos del 27 de abril de 2009 y del 13 de mayo del 2009, había rechazado la demanda en su contra (f. 314–315, c. 1). En este último sentido, también U.C.O. S.A. respondió la demanda (f. 318, c. 1).
8 El Tribunal profirió el laudo arbitral correspondiente el 6 de diciembre de 2010 (f. 574–637, c. ppl.). En términos generales, una vez analizado el acervo, indicó que: (i) no accedía a las pretensiones del convocante, en atención a que: “el contratista solo presentó desde el punto de vista técnico y jurídico un diseño y de manera extemporánea; que incumplió el contrato de forma grave y sin justa causa; que FONADE sí cumplió con las obligaciones a su cargo; que por estas razones no se ejecutó por la UNIÓN TEMPORAL ARMANE la segunda fase prevista en el contrato, y que el contrato de obra No. 2062397 suscrito entre la UNIÓN TEMPORAL ARMANE y el FONDO FINANCIERO DE PROYECTOS DE DESARROLLO-FONADE terminó por la extinción del plazo estipulado”; (ii) no obstante, habrá de prosperar la pretensión de pago de los diseños que finalmente entregó extemporáneamente el contratista, en tanto que “fueron utilizados por la contratante para la construcción de la obra ejecutada posteriormente por la firma GRANCOLOMBIANA DE INGENIERIA Y CONSTRUCCIONES S.A. GRANDICÓN S.A., por lo que el no reconocimiento de esa labor podría generar un enriquecimiento sin causa por parte de FONADE con el correlativo empobrecimiento injustificado de la convocante … aunque fue tardía la ejecución se produjo un efecto útil para el interés público”; (iii) en relación con la demanda de reconvención, habida cuenta del incumplimiento del contrato referido, se condenará al contratista a favor de la entidad por concepto de la cláusula penal pactada, la cual equivale al 20% del valor total del contrato; (iv) no se condenará al contratista por el mayor valor que hubo de asumir la entidad al contratar las obras con un tercero frente al incumplimiento del contrato n.° 2062397, porque no es posible condenarlo al mismo tiempo por la cláusula penal y por este otro concepto. En la parte resolutiva del pronunciamiento arbitral se decidió:
PRIMERO. Declarar que no prospera la objeción por error grave formulada al dictamen técnico rendido por el perito JORGE TORRES LOZANO.
SEGUNDO. Declarar que no prospera la objeción por error grave formulada al dictamen pericial contable rendido por el perito ALEXANDER URBINA AYURE.

TERCERO. Respecto del llamamiento en garantía de la sociedad SEGUROS COLPATRIA S.A., se deniega el llamamiento en garantía que formuló FONADE.

CUARTO. Niéganse las pretensiones formuladas por la parte convocante, excepto la pretensión segunda relativa al pago de la suma correspondiente al valor del segundo diseño, según lo que se establece en el numeral sexto.

QUINTO. No hay lugar a estudiar las excepciones propuestas por FONADE porque las pretensiones referidas fueron denegadas.

SEXTO. Prospera la pretensión segunda de la demanda y consecuentemente condénase a pagar a favor de JOSÉ RAFAEL NEGRETE GENES, ARTQUITECTOS CIVILES INGENIEROS CONSTRUCTORES LTDA. ARQCIVILES, SANTANDER MAFIOLY CANTILLO y de la sociedad UCO S.A. como miembros de la UNIÓN TEMPORAL ARMANE, la suma de CUARENTA Y CUATRO MILLONES TRESCIENTOS SESENTA Y DOS MIL PESOS CON SETENTA Y DOS CENTAVOS ($44.362.072,72), como resultado de la compensación parcial que resulta de deducir la suma de UN MILLÓN SEISCIENTOS VEINTICINCO MIL NOVECIENTOS NUEVE PESOS CON CINCUENTA CENTAVOS ($1.625.909,5) referido al valor faltante a cargo del contratista de amortización correspondiente al anticipo. Esta suma deberá ser pagada dentro de los treinta (30) días hábiles siguientes a la expedición del presente laudo.
SÉPTIMO. Declárase que JOSE RAFAEL NEGRETE GENES, ARQUITECTOS CIVILES INGENIEROS CONSTRUCTORES LTDA ARQCIVILES, SANTANDER MAFIOLY CANTILLO, la sociedad UCO S.A., como miembros de la UNION TEMPORAL ARMANE, incumplieron el contrato No. 2062397 que suscribieron con el FONDO FINANCIERO DE PROYECTOS DE DESARROLLO – FONADE, el 6 de diciembre de 2006.

OCTAVO. Declárase que el contrato mencionado en el numeral anterior, terminó por vencimiento del plazo lo cual ocurrió el día 29 de septiembre de 2007. En consecuencia se niega la pretensión de la demandante en reconvención en el sentido de declarar la resolución del contrato a términos del artículo 1546 del Código Civil.

NOVENO. Deniégase la pretensión tercera de la demanda de reconvención.

DÉCIMO. Respecto de la contestación de la demanda de reconvención, no hay lugar a pronunciamiento del Tribunal por cuanto no se formularon excepciones, en parte alguna.

DÉCIMO PRIMERO. Condénase a pagar a JOSÉ RAFAEL NEGRETE GENES, ARQUITECTOS CIVILES INGENIEROS CONSTRUCTORES LTDA ARQCIVILES, SANTANDER AFIOLY CANTILLO y la sociedad UCO S.A., como miembros de la UNION TEMPORAL ARMANE, y a favor del FONDO FINANCIERO DE PROYECTOS DE DESARROLLO FONADE la suma de DOSCIENTOS NOVENTA Y SIETE MILLONES CUATROCIENTOS CUARENTA Y TRES MIL CIENTO SESENTA PESOS MCTE ($297.443.160), por concepto de la cláusula penal pactada contenida en la cláusula segunda del contrato. Esta suma deberá ser pagada dentro de los treinta (30) días hábiles siguientes a la expedición del presente laudo. Vencido el plazo anterior se comenzarán a causar los intereses comerciales moratorios hasta la fecha en la que se realice el pago.
DÉCIMO SEGUNDO. Deniégase la pretensión quinta de la demanda de reconvención referente a los perjuicios adicionales reclamados.

DÉCIMO TERCERO. En lo no decidido por este Tribunal en los numerales anteriores quedan denegadas las eventuales pretensiones y excepciones formuladas explícita o implícitamente por las partes.

DÉCIMO CUARTO. Abstenerse de condenar en costas, de acuerdo con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.

DÉCIMO QUINTO. Ordenar el pago a los árbitros y al secretario del saldo correspondiente a sus honorarios.

DÉCIMO SEXTO. Disponer que por Secretaría se expidan copias auténticas de este laudo con destino a cada una de las partes, al Centro de Arbitraje y Conciliación de la Cámara de Comercio de Bogotá y al representante del Ministerio Público.

DÉCIMO SÉPTIMO. Disponer que los excedentes no utilizados de la partida “Protocolización y otros gastos”, si los hubiera, una vez protocolizado el expediente y cancelados los demás gastos, sean reembolsados en igual proporción a las partes convocante y convocada.
DÉCIMO OCTAVO. Disponer la protocolización del expediente, una vez adquiera firmeza el laudo, en una Notaría del Círculo de Bogotá. En caso de que el rubro previsto para la protocolización no sea suficiente, deberán las partes pagar la suma que sea necesaria al efecto.

9 El recurso extraordinario de anulación fue presentado por los convocantes con fundamento en las causales comprendidas en los numerales 5 y 9 del artículo 163 del Decreto 1818 de 1998, las cuales corresponden, respectivamente, a “Haberse proferido el fallo después del vencimiento del término fijado para el proceso arbitral o su prórroga” y “No haberse decidido sobre cuestiones sujetas al arbitramento” (f. 653–660, c. ppl.)
9.1 En relación con la primera causal invocada, expresó el recurrente que “entre la terminación de la audiencia de inicio, acaecida el 14 de abril de 2010, y en la que se dictó el laudo, ocurrida el 6 de diciembre del mismo año, transcurrieron siete meses y veintidós días, tiempo superior al límite legal establecido al efecto”, de acuerdo con los siguientes argumentos: 
El tribunal arbitral para sustentar su decisión, se basó en el artículo 70 de la ley 80 de 1993, que permite adicionar la duración del trámite en tres meses, destinado para proferir el laudo, y, en el artículo 26 de la ley 1150 de 2007, que hizo extensiva a Fonade las normas de aquel ordenamiento, pero no tuvo en cuenta que esas disposiciones no cobijaron el contrato celebrado entre mi poderdante y esa entidad, por las razones que expongo. En efecto el artículo 31 de la ley 1150 de 2007 dispuso que los procesos de contratación en curso a la fecha en que entrara a regir esa ley, continuarían sujetos a las normas vigentes al momento de su iniciación. La susodicha ley 1150 de 2007, de conformidad con lo estatuido en su artículo 33, empezaría a regir seis meses después de su promulgación. Teniendo en cuenta que dicha ley se promulgó el 16 de julio de 2007, empezó a regir el 16 de enero del año siguiente, esto es, 2008, cuando se cumplieron los seis meses que estableció para su vigencia. Significa lo anterior, que todos los contratos celebrados con antelación al 22 de marzo de 2008 se regirán por las disposiciones vigentes hasta esa fecha y, por consiguiente, quedaban sustraídos de la ley 80 de 1993. Ahora bien, el contrato suscrito entre mi poderdante y Fonade, que fue objeto de la controversia sometida al tribunal de arbitramento, se suscribió el 8 de diciembre de 2006 y el acta de iniciación fue el 22 de marzo de 2007, cuando aún no había entrado en vigencia la ley 1150 de ese mismo año, por lo cual continuó rigiéndose por las normas vigentes cuando se celebró y, por consiguiente, sustraído de la ley 80 de 1993.

9.2 En relación con la segunda causal invocada, expresó el recurrente que en el laudo vulneró el principio de congruencia consagrado en el artículo 305 del Código de Procedimiento Civil, cuando en su parte resolutiva “se dijo que respecto de la contestación de la demanda de reconvención no hay lugar a pronunciamiento alguno por cuanto no se formularon excepciones en parte alguna”. Los argumentos expuestos fueron los siguientes:
… el tribunal arbitral en el numeral décimo del laudo al considerar que no había lugar a pronunciarse sobre las excepciones por no haber sido propuestas, incurrió en omisión, porque olvidó que el artículo 306 del Código de Procedimiento Civil perentoriamente dispone que el juez debe oficiosamente reconocer los hechos que encuentre demostrados y constituyan excepción, excepto la prescripción, compensación y nulidad relativa, que están condicionados a proponerse en la contestación de la demanda. El Tribunal condicionó las excepciones a que se propongan en forma expresa, exigencia que no consagra el artículo 306 del ordenamiento procesal citado, pues simplemente requiere que aparezcan probados los hechos que la fundan … Se infiere de lo expuesto que lo indicado era que el tribunal al pronunciarse sobre el punto en cuestión dijera que se declararan no probadas las excepciones o reconocer cuál de las que se infieran de la contestación tenía fundamento, para decidir en consecuencia, según lo que considerara al respecto. Al no hacerlo, determinó que se guardara silencio sobre un pronunciamiento que se imponía. Empero, si existieron excepciones y, además, están debidamente probadas, pues, al contestar la demanda de reconvención, se formuló oposición fundada esencialmente en que mi poderdante no pudo dar cumplimiento al contrato dentro del término previsto por las exigencias que sobre algunos aspectos le formuló Fonade y las diferencias presentadas con la interventoría…
10 El concepto del Ministerio Público fue presentado por parte del Procurador Quinto Delegado ante el Consejo de Estado, quien consideró que el laudo no se debía anular con fundamento en las siguientes razones: (i) el contrato n.° 2062397 está sometido al artículo 70 de la Ley 80 de 1993, razón por la cual la ampliación del término del trámite arbitral de que trata el asunto sub judice estuvo acorde con la ley, y no da lugar a la anulación del laudo por la causal comprendida en el numeral 5 del artículo 163 del Decreto 1818 de 1998; (ii) es posible aplicar la Ley 80 de 1993 en tanto que el contrato referido “tiene su razón de ser en los convenios interadministrativos suscritos por la entidad contratante con la Corporación Autónoma Regional de los Valles del Sinú y San Jorge –CVS, entidad sujeta a la Ley 80 de 1993 por su naturaleza jurídica y, por ello, se le aplica las normas especiales del estatuto de contratación en las materias por ella reguladas de conformidad con lo establecido en el artículo 12 de la Ley 489 de 1998”; (iii) tampoco procede la anulación por la causal incorporada en el numeral 9, en tanto que “el tribunal en forma expresa negó las eventuales pretensiones y excepciones formuladas explícita o implícitamente por las partes en el numeral décimo tercero del fallo arbitral”; (iv) en el mismo sentido, se advierte que a pesar de la falta de un acápite de excepciones en la contestación de la demanda de reconvención, los convocantes presentaron en las respuestas frente a los hechos, argumentos de defensa, los cuales fueron materia de análisis y de decisión en las partes considerativa y resolutiva del laudo (f. 679–686, c. ppl.)
CONSIDERACIONES

I. Competencia

11 La Sala es competente para conocer y decidir el asunto de acuerdo con lo previsto en el numeral 5 del artículo 36 de la Ley 446 de 1998, que reformó el artículo 128 del Código Contencioso Administrativo, y en aplicación de lo dispuesto en el artículo 22 de la Ley 1150 de 2007.
II. Problemas jurídicos
12 La Sala deberá decidir: (i) si la expedición del laudo dentro del período de tres meses, adicionado de oficio por parte del Tribunal de Arbitramento a los seis inicialmente dispuestos, tiene como consecuencia que la pretensión de anulación deba prosperar, por “haberse proferido el fallo después del vencimiento del término fijado”; (ii) si la supuesta falta de una decisión expresa dentro de la parte resolutiva del laudo acerca de las excepciones que el Tribunal hubiera podido hallar frente a la demanda de reconvención, da lugar a la anulación del laudo por no haber decidido sobre cuestiones que estaban sometidas a la decisión de los árbitros.
III. Análisis de la Sala

13 Es importante advertir que bajo perspectiva alguna el recurso de anulación constituye una segunda instancia en la cual se puedan controvertir las decisiones tomadas por el Tribunal de Arbitramento, ni su apreciación de los elementos probatorios y, en tal virtud, el juicio de la Sala se contraerá a confrontar las imputaciones del recurrente, el texto del laudo y la normatividad aplicable para concluir si en efecto se configura alguna causal de anulación.
14 En relación con la primera causal invocada por el recurrente, contenida en el numeral 5 del artículo 163 del Decreto 1818 de 1998 –“Haberse proferido el fallo después del vencimiento del término fijado para el proceso arbitral o su prórroga”– la Sala procederá con el análisis correspondiente:

14.1 En el caso concreto se aprecia que en el año 2009, se cumplieron, entre otras, las siguientes actuaciones: (i) el 19 de febrero tuvo lugar la reunión de nombramiento de árbitros (f. 57–58, c. 1); (ii) el 17 de marzo se instaló el Tribunal de Arbitramento y se admitió la demanda (f. 94–96, c. 1); (iii) el 19 de marzo tomó posesión el Secretario del Tribunal (f. 103, c. 1); (iv) el 27 de abril de 2009 se admitió la demanda de reconvención (f. 168–170, c. 1); (v) el 13 de mayo se profirió el auto que confirmó el rechazo de la demanda de reconvención en contra de Santander Mafioly y UCO S.A., como integrantes de la Unión Temporal (f. 175–176, c. 1); (vi) el 30 de junio se fijaron los honorarios y gastos (f. 206–208, c. 1); (vii) el 23 de julio de 2009 se declaró que había fracasado la audiencia de conciliación y se convocó a la llamada en garantía, Seguros Colpatria S.A., razón por la cual se suspendió el proceso en los términos del artículo 56 del Código de Procedimiento Civil (f. 209–211, c. 1); (viii) el 26 de octubre de 2009, se ordenó vincular a Santander Mafioly y UCO S.A., como litisconsortes necesarios, en su condición de integrantes de la Unión Temporal (f. 295–297, c. 1).

14.2 En el año 2010, el desarrollo del trámite arbitral fue, en términos generales, el siguiente: (i) el 18 de marzo se celebró la primera audiencia de trámite, en la cual se fijó un término de seis meses para la duración del arbitramento y, dentro del transcurso de la misma, se suspendió la audiencia (f. 335–346, c.1); (ii) el 14 de abril se reanudó la primera audiencia de trámite y se decretaron pruebas (f. 364–369, c.1); (iii) el 26 de abril se posesionaron los peritos (f. 374–377, c.1); (iv) el 4 de mayo se practicaron testimonios (f. 385–390, c.1); (v) el 10 de mayo se practicaron testimonios (f. 400–406, c.1); (vi) el 2 de junio se practicaron testimonios y un interrogatorio de parte (f. 410–418, c.1); (vii) el 3 de junio se incorporaron documentos (f. 419–421, c.1); (viii) el 16 de junio se ordenó la complementación de un peritaje (f. 424–425, c.1); (ix) el 14 de julio se ordenaron complementaciones de un peritaje, traslados de objeciones y de transcripciones de testimonios (f. 443–445, c.1); (xi) el 24 de septiembre se cerró el período probatorio y se fijó la fecha para la presentación de los alegatos de conclusión (f. 476–478, c.1); (xii) el 4 de octubre se presentaron los alegatos de conclusión, se concedieron 20 días al Ministerio Público para que rindiera su concepto, se amplió el término del arbitramento por tres meses y se fijó fecha para el laudo el 18 de noviembre de 2010 (f. 479–481, c.1); (xiii) el 12 de noviembre de 2010 se modificó la fecha para proferir el laudo arbitral, la cual quedó para el 6 de diciembre (f. 569–571, c.1); (xiv) el 6 de diciembre se dio lectura al laudo y se fijó fecha para resolver aclaraciones, complementaciones y correcciones que se llegaren a presentar (f. 572–573, c.1); (xv) el 16 de diciembre se negó la solicitud de corrección del laudo (f. 638–643, c. ppl.).

14.3 Tal y como se puede advertir de la exposición anterior, resulta de suma relevancia para solucionar el primer problema jurídico planteado tener en cuenta que cuando se profirió el laudo arbitral ya habían transcurrido más de siete meses desde la primera audiencia y que el auto proferido por el Tribunal el 4 de octubre de 2010 amplió el término del trámite arbitral por tres meses, es decir, sumado a los seis meses iniciales, ascendía a un total de nueve meses.
14.4 En relación con la duración del trámite arbitral, las normas nacionales comprenden lo siguiente:

14.4.1 El artículo 103 de la Ley 23 de 1991, modificatorio del Decreto 2279 de 1989, dispone:

Si en el compromiso o en la cláusula compromisoria no se señalare el término para la duración del proceso, éste será de seis (6) meses, contados desde la primera audiencia de trámite. El término podrá prorrogarse una o varias veces, sin que el total de las prórrogas exceda de seis (6) meses, a solicitud de las partes o de sus apoderados con facultad expresa para ello. En todo caso se adicionarán al término los días en que por causas legales se interrumpa o suspenda el proceso.
14.4.2 El artículo 70 de la Ley 80 de 1993 indica:

En los contratos estatales podrá incluirse la cláusula compromisoria a fin de someter a la decisión de árbitros las distintas diferencias que puedan surgir por razón de la celebración del contrato y de su ejecución, desarrollo, terminación o liquidación. El arbitramento será en derecho. Los árbitros serán tres (3) a menos que las partes decidan acudir a un árbitro único. En las controversias de menor cuantía habrá un solo árbitro. La designación, requerimiento, constitución y funcionamiento del tribunal de arbitramento se regirá por las normas vigentes sobre la materia. Los árbitros podrán ampliar el término de duración del Tribunal por la mitad del inicialmente acordado o legalmente establecido, si ello fuere necesario para la producción del laudo respectivo.
14.5 Tal y como lo entendieron los árbitros, la Sala considera, en contra de los argumentos del recurrente, que la Ley 1150 de 2007 tiene efectos plenos en el asunto sub judice, lo cual implica, de conformidad con lo ordenado en su artículo 26 –“el Fondo Financiero de Proyectos de Desarrollo, FONADE se regirá por las normas del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública contenido en la Ley 80 de 1993 y en las demás normas que lo modifiquen, deroguen o adicionen”–, que corresponde aplicar a este arbitramento las normas propias de la contratación estatal.
14.6 En concreto, la Ley 1150 de 2007 fue publicada el 16 de julio de ese año y entró en vigencia, de acuerdo con su artículo 33, seis meses después, es decir, el 16 de enero de 2008. Así, a pesar de que al momento de celebrarse el contrato, diciembre de 1996, y al de la iniciación de la ejecución de las obras, marzo de 2007, no estaba en vigencia la norma, la Sala considera que la Ley 80 de 1993 es aplicable, puesto que el proceso arbitral, en su integridad, desde la presentación de la solicitud de convocatoria a Tribunal de Arbitramento del 20 de enero de 2009 involucró a Fonade como parte, entidad que en virtud de lo ordenado por la Ley 1150 de 2007, se encontraba sujeta a la normatividad estatal.
14.7 Incluso, no obstante que el mismo texto contractual dispuso en la cláusula vigésima primera que al contrato “se aplicarán las normas que en relación a su naturaleza atípica estén consagradas en el código civil, de comercio y en normas conexas”, es sumamente claro el artículo 26 de la Ley 1150 de 2007, en su condición de norma legal imperativa, integra el contrato y prevalece sobre cualquier disposición convencional. Ha dicho la Sala sobre el particular:
En general, con el término “integración” se hace referencia a formas de intervención sobre el contrato que van más allá del amplio desarrollo de la lógica de la declaración de los contratantes y que se agregan a su actividad en la construcción definitiva de sus obligaciones y derechos. En otros términos, el fenómeno de la integración debe ser entendido como el medio de intervención de la voluntad pública en las relaciones contractuales, lo cual significa que al lado de las determinaciones convencionales que tienen fundamento en el acuerdo de las partes, es necesario considerar las prescripciones que tienen título en la ley o en las otras fuentes externas a su acuerdo.

Se habla de integración mediante normas imperativas, cuando quiera que éstas hacen parte del contrato y generan obligaciones y derechos para las partes, bien porque existe un vacío o laguna respecto de un tema preciso o, porque a pesar de que las partes dispusieron sobre el asunto en ejercicio de la autonomía, lo hicieron en contra de tales normas, las cuales en atención a su naturaleza no son susceptibles de modificación, ni menos aún de desestimación por los contrayentes, como lo define claramente el artículo 16 del Código Civil: “No podrán derogarse por convenios particulares las leyes en cuya observancia están interesados el orden y las buenas costumbres”. Así, normas que integran el contrato pueden asumir el carácter de inderogabilidad, es decir, normas imperativas, cuando tutelan un interés general prevalente sobre el de las partes, o también el interés de una parte contra la preeminente fuerza contractual de la otra
.
14.8 Las normas procesales son de aplicación inmediata de acuerdo con los artículos 38
 y 40
 de la Ley 153 de 1887 y, por tal razón, el artículo 26 de la Ley 1150 de 2007 se aplicó sin más demoras al caso concreto y abrió paso para que el artículo 70 de la Ley 80 de 1993 posibilitara a los árbitros que, de oficio, ampliaran el término de duración del arbitramento, al disponer, en su parte final, que “los árbitros podrán ampliar el término de duración del Tribunal por la mitad del inicialmente acordado o legalmente establecido, si ello fuere necesario para la producción del laudo respectivo”.
14.9 La Sala concluye que el laudo fue proferido dentro de la prórroga del término dispuesto para tal efecto, de suerte que no se configura en el caso concreto la causal de anulación comprendida en el numeral 5 del artículo 163 del Decreto 1818 de 1998, en tanto que: (i) el Tribunal de Arbitramento, mediante auto del 18 de marzo de 2010, ordenó que: “el término de duración de este proceso será de seis meses contados a partir de la fecha de finalización de la primera audiencia de trámite, sin perjuicio de prórrogas, suspensiones o interrupciones que puedan presentarse”; (ii) el 14 de abril de 2010 terminó la primera audiencia del Tribunal de Arbitramento; (iii) el 4 de octubre de 2010, el Tribunal de Arbitramento resolvió, “de conformidad con el artículo 70 de la Ley 80 de 1993 y del artículo 26 de la Ley 1150 de 2007, amplíese término del presente trámite arbitral por tres (3) meses adicionales tal como lo autorizan las normas antes mencionadas con el fin de proferir el correspondiente laudo arbitral”; (iv) el 6 de diciembre de 2010 se profirió el laudo arbitral, y (v) el 14 de enero de 2011 finalizaba la oportunidad para la expedición del laudo.
15 En relación con la supuesta nulidad del laudo arbitral por la causal comprendida en el numeral 9 del artículo 163 del Decreto 1818 de 1998 –“No haberse decidido sobre cuestiones sujetas al arbitramento”–, ha dicho la Sala que “se configura cuando el laudo no decide todos los puntos objeto de arbitramento y en este evento se predica que el mismo es mínima o citra petita respecto de las pretensiones, excepciones procesales y demás aspectos de la relación jurídico procesal (artículos 304, 305 y 306 del C. de P. Civil; 87 y 164 del C.C.A)”
. El principio de congruencia circunscribe al juez a los extremos de la litis en relación con los temas que debe resolver y, en este caso, lo obliga a resolver todos los aspectos comprendidos en el litigio, so pena de que su decisión sea anulada.

15.1 En concreto, el recurrente indica que los árbitros, en el numeral décimo de la parte resolutiva del laudo –al resolver que “respecto de la contestación de la demanda de reconvención, no hay lugar a pronunciamiento del Tribunal por cuanto no se formularon excepciones, en parte alguna”–, se abstuvieron de decidir sobre cuestiones sujetas al arbitramento, puesto que a pesar de que no se hubieran propuesto las excepciones en la contestación de la demanda, correspondía al juez, de oficio, pronunciarse al respecto.
15.2 La Sala considera, junto con el concepto del Ministerio Público –párrafo 10–, que no obstante lo expuesto en la parte resolutiva, el laudo estudió las respuestas que los convocantes presentaron a la demanda de reconvención de Fonade, así como los argumentos de defensa que esgrimieron. Así, el Tribunal de Arbitramento estudió los hechos que fundamentaban la oposición de los convocantes a la demanda de reconvención presentada por la entidad, y concluyó que estaban constituidas en esencia por las mismas razones expuestas en la demanda inicial que presentaron, es decir, “que el contrato fue cumplido por los integrantes de la UNIÓN TEMPORAL ARMANA, e incumplido por FONADE”. A partir de esa conclusión, propia de su autonomía como juzgador, inalterable para la Sala en sede del recurso de anulación, los árbitros se pronunciaron respecto de los hechos y del derecho en la parte considerativa del laudo y concluyeron que los convocantes, en su condición de contratistas habían incumplido el contrato y, por tal razón, habría de imponérseles a título de condena el valor de la cláusula penal pactada.
15.3 En igual sentido, debe considerarse que la presencia de dos demandas dentro del mismo proceso arbitral y, por ende, de dos contestaciones de demandas, abre el espectro de todas las posibilidades de argumentación de las partes y, sobre todo, de análisis de los árbitros respecto de los hechos que encontrare demostrados, que constituyeran excepción y que pudieren ser declarados de oficio.

15.4 La circunstancia comprobada de que los árbitros en la parte resolutoria se hubieran abstenido de pronunciarse textualmente respecto de las eventuales excepciones, a cuya declaratoria se encuentran obligados en virtud de lo dispuesto en el artículo 306 del Código de Procedimiento Civil, no significa que el laudo se hubiera abstenido de resolver sobre ellas, ni mucho menos que la causal de anulación de laudo arbitral comprendida en el numeral 9 del artículo 163 del Decreto 1818 de 1998 deba prosperar. La cuestión sujeta al arbitramento era la definición acerca de quién incumplió el contrato, si la entidad o el contratista, asunto sobre el cual, en las partes considerativa y resolutiva se dispuso suficientemente. Se puede observar en el texto correspondiente a la parte considerativa del laudo –párrafo 8–, que los árbitros analizaron el punto que atañe a la responsabilidad contractual de la entidad y del contratista.

15.5 La Sala reprocha el error en la interpretación del laudo que comete el recurrente al plantear este cargo, puesto que separa la parte resolutiva de la considerativa, como si una y otra no constituyeran el mismo laudo, y al afirmar, en contra de lo que de manera evidente se aprecia en la parte considerativa, que el laudo no decidió sobre “cuestiones sujetas al arbitramento”.

15.5.1 Existe una regla de interpretación de los objetos jurídicos, consagrada en diferentes artículos de nuestro ordenamiento jurídico
, que se denomina interpretación sistemática o coherente, la cual pone de presente la correlación que existe entre las partes constitutivas del discurso, como de cada manifestación del pensamiento, y su referencia común al todo del que hacen parte; correlación y referencia que hacen posible la iluminación recíproca del significado entre el todo y los elementos constitutivos
.

15.5.2 Constituye un principio evidente de técnica de interpretación textual, que al dirigirse a aclarar el sentido de un texto de índole jurídica, ordena que el significado de sus partes no puede ser segmentado, sino que debe ser atribuido al conjunto de la intención del autor, en este caso del Tribunal de Arbitramento; es decir, que en presencia de una o varias partes dentro de un laudo arbitral; de una o varias cláusulas, dentro de un contrato; de uno o varios artículos, dentro de una ley; de una o varias leyes dentro del ordenamiento jurídico; se debe considerar que hacen parte de un todo y es por medio de la luz de cuanto emerge del conjunto del texto entero, que se determina el sentido jurídico propio del objeto interpretado. Sobre el plano práctico, este criterio se impone como un instrumento útil que, además de contribuir al esclarecimiento del sentido del texto, permite valorar de forma negativa y rechazar las interpretaciones que pretenden aislar una parte del conjunto.

15.6 En ese orden de ideas, el cargo será desechado por la Sala, puesto que el laudo arbitral sí decidió sobre los hechos que habrían podido constituir excepciones, susceptible de ser declaradas de oficio por parte de los árbitros.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE
PRIMERO: DENIÉGANSE las pretensiones del recurso de anulación presentado por José Rafael Negrete y Arquitectos Civiles Ingenieros Constructores Ltda. Arqciviles, en contra el laudo arbitral proferido el 6 de diciembre de 2010.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE
Danilo Rojas Betancourth
Presidente

Stella Conto Díaz del Castillo


Ruth Stella Correa Palacio
� “CLÁUSULA DÉCIMA QUINTA: SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS: Las partes buscarán solucionar en forma ágil y directa las diferencias y discrepancias surgidas de la actividad contractual, mediante la conciliación, transacción o los medios que las partes acuerden según los procedimientos establecidos por la ley. PARÁGRAFO: Si transcurrido el término de un mes contado desde la iniciación del respectivo procedimiento de arreglo directo, las partes no llegan a ningún acuerdo, se procederá a someter las diferencias a un TRIBUNAL DE ARBITRAMENTO en derecho, conformado por tres árbitros de los cuales cada una de las partes designará uno y el tercero será designado por dichos árbitros, de sendas listas de cinco que las partes sometan a su consideración.”


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 29 de septiembre de 2011, expediente n.° 18.837, C.P. Danilo Rojas Betancourth.


� “Artículo 38.- En todo contrato se entenderán incorporadas las leyes vigentes al tiempo de su celebración. Exceptúanse de esta disposición: 1. Las leyes concernientes al modo de reclamar en juicio los derecho que resultaren del contrato. 2. Las que señalan penas para el caso de infracción de lo estipulado; la cual infracción será castigada con arreglo a la ley bajo la cual se hubiere cometido.”


� “Artículo 40.- Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir. Pero los términos que hubieren empezado a correr y las actuaciones y diligencias que ya estuvieren iniciadas, se regirán por la ley vigente al tiempo de su iniciación”.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de 10 de junio de 2009, expediente n.° 35288, C.P. Ruth Stella Correa.


� En relación con la interpretación de la ley, el Código Civil dispone: “Art. 30.- El contexto de la ley servirá para ilustrar el sentido de cada una de sus partes, de manera que haya entre todas ellas la debida correspondencia y armonía. Los pasajes oscuros de una ley puede ser ilustrados por medio de otras leyes, particularmente si versan sobre el mismo asunto.”; a propósito de la interpretación de los contratos: 1622., C.C. -Las cláusulas de un contrato se interpretarán unas por otras, dándosele a cada una el sentido que mejor convenga al contrato en su totalidad”. Por su parte, el Código de Procedimiento Civil prescribe: “Artículo 187.- Apreciación de las pruebas. Las pruebas deberán ser apreciadas en conjunto, con las reglas de la sana crítica, sin perjuicio de las solemnidades prescritas en la ley sustancial para la existencia o validez de ciertos actos…” “Artículo 250.- Apreciación de los indicios. El juez apreciará los indicios en conjunto, teniendo en consideración su gravedad, concordancia y convergencia, y su relación con las demás pruebas que obren en el proceso. “Artículo 258.- Indivisibilidad y alcance probatorio del documento. La prueba que resulte de los documentos públicos y privados es indivisible, y comprende aun lo meramente enunciativo siempre que tenga relación directa con lo dispositivo del acto o contrato.”


� E. Betti, Interpretazione della legge e degli atti giuridici, Giuffre, Milano, 1971, p. 16
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